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Panorama del sistema previsional argentino:  
una historia de cambios que continúa

Andrés CappaI y Pablo WahrenII 

Resumen

En el marco de los debates vigentes en la Argentina sobre el (re)diseño del sistema previ-
sional, el presente artículo desarrolla herramientas conceptuales y empíricas para avan-
zar hacia la construcción de un sistema socialmente equitativo y fiscalmente sustentable. 
Para ello, se caracteriza conceptualmente el sistema previsional argentino y se analiza la 
trayectoria reciente de la cobertura y la estructura de las prestaciones, identificando la 
ponderación diferencial de los objetivos que clasificamos como sociales o individuales. 
Asimismo, se plantean argumentos en favor de la construcción de un sistema no contribu-
tivo de carácter universal.
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Abstract

In the context of the current Argentine debates about the (re)design of the pension system, 
this article develops conceptual and empirical tools to advance towards the construction 
of a socially equitable and fiscally sustainable system. With this purpose, the Argentine 
pension system is conceptualised, and the recent trajectory of coverage and the structure 
of benefits is analysed, identifying the differential weighting of the objectives that we clas-
sify as social or individual. Likewise, arguments are raised in favour of the construction of 
a universal non-contributory system.
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En diciembre de 2019 el nuevo gobierno argentino 
de Alberto Fernández sancionó la Ley 27.541 de 
Solidaridad Social y Reactivación Productiva.1 La 
misma introdujo un amplio paquete de medidas en 
distintos frentes, sin embargo, ninguna trajo tanta 
polémica como la suspensión de la fórmula de ac-
tualización de haberes jubilatorios para su posterior 
modificación. Esta medida reavivó debates de largo 
alcance, que involucran no sólo aspectos coyuntu-
rales en el actual contexto de crisis económica, sino 
que refieren a los propios fundamentos del sistema 
previsional. 

El sistema previsional argentino ha sufrido diversas y 
radicales transformaciones en sólo tres décadas. Entre 
ellas se destacan la privatización parcial del sistema 
en la década de los 90, las moratorias previsionales 
que permitieron ampliar la cobertura de la mitad de 
la población a casi la totalidad, la reestatización del 
sistema en el año 2008 y las modificaciones en torno 
a la forma de actualizar los haberes previsionales. Los 
diferentes debates que enfrenta en la actualidad el 

sistema previsional argentino no se deben exclusiva-
mente a la crisis económica que atraviesa el país, sino 
que también se asocian a las características de un sis-
tema que sufrió muchos cambios en los últimos tiem-
pos sin haberse convertido en un sistema socialmente 
equitativo y fiscalmente sustentable. 

En el presente artículo intentaremos aportar a la dis-
cusión complementando aspectos conceptuales que 
definen a los sistemas previsionales con las caracte-
rísticas, evolución y situación actual del sistema pre-
visional argentino. En la primera sección, se presen-
tará el marco conceptual de los sistemas de previsión 
social. En la segunda sección, se enmarcará al sistema 
previsional argentino en las categorías conceptuales 
presentadas anteriormente. En la tercera sección, se 
analizará la trayectoria reciente de las prestaciones 
y la cobertura del sistema. En la cuarta sección, se 
presentará la distribución actual de los haberes y los 
distintos regímenes vigentes. Por último, aportare-
mos algunas reflexiones sobre los debates actuales en 
torno a esta temática. 

 Introducción

1 Ministerio de Justicia y Derechos Humanos (2019). Ley N° 27541. Disponible en: http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/
verNorma.do?id=333564

1. Marco conceptual de los sistemas de previsión social

***

La Seguridad Social usualmente se define como el 
conjunto de programas y políticas que tienen por 
objeto brindar a la población un seguro frente al 
riesgo de pérdidas de ingresos o shocks de gastos aso-
ciados con el retiro en la vejez, la invalidez, enfer-
medad, maternidad, accidentes o fallecimiento. En 
particular, la función de los sistemas previsionales es 
cubrir el riesgo social de la vejez, lo cual supone que 
la sociedad debe establecer un acuerdo para realizar 
una transferencia de ingresos hacia la población que, 
por su avanzada edad, deja de percibir un ingreso 
laboral. Sobre este punto, los sistemas previsionales 

tienen cuatro objetivos (Barr 1993; Barr y Diamond, 
2008; Bertranou 2004):

1. Alivio de la pobreza: proveen un ingreso ante la 
ausencia de un ahorro previo. 

2. Redistribución del ingreso: ligada a la función an-
terior, pueden introducirse mecanismos distri-
butivos desde las personas con mayores ingresos 
hacia los de menores ingresos.

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=333564
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/verNorma.do?id=333564
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3. Suavización del ingreso: permite redistribuir in-
gresos, y por ende consumo, a lo largo del ciclo de 
vida, desde la etapa activa hacia la edad pasiva. 

4. Provisión de un seguro: frente a la incertidumbre 
de la esperanza de vida de cada individuo. 

Siguiendo a Bertranou (2004b), los dos primeros 
pueden denominarse “objetivos sociales”, al vincu-
larse con la noción de solidaridad del sistema. Los 
sistemas previsionales no son únicamente un meca-
nismo de redistribución intergeneracional del ingre-
so, sino que también buscan establecer un ingreso 
mínimo que evite la pobreza a la vez que establecer 
una redistribución intrageneracional del ingreso. Por 
su parte, los últimos dos objetivos son “individuales”, 
al ponderar el rol de “salario diferido” del sistema. 
La clarificación de los objetivos resulta importante 
porque, como veremos más adelante, la trayectoria 
reciente del sistema, en términos de la determina-
ción de las prestaciones y las condiciones de acceso, 
es moldeada por las políticas públicas, y refleja la di-
ferente ponderación de los objetivos individuales y 
sociales del sistema. 

Una vez definidos los objetivos generales del siste-
ma, analicemos brevemente los grandes tipos de 

regímenes existentes, tarea de gran relevancia para 
analizar la política previsional. Una primera distin-
ción se basa en el financiamiento y la condición de 
acceso a la prestación. Los sistemas son contributi-
vos cuando el acceso a la jubilación viene dado por 
una trayectoria laboral que implicó la detracción de 
un aporte calculado como una proporción del salario 
que financia el sistema. En cambio, se denominan no 
contributivos cuando el acceso a la prestación no se 
vincula con ningún aporte específico del beneficia-
rio y el financiamiento proviene entonces de rentas 
generales.

Asimismo, existen dos grandes formas de realizar las 
transferencias de ingresos en favor de los adultos ma-
yores: los regímenes de capitalización y los de repar-
to. En los sistemas de capitalización el financiamien-
to de las prestaciones viene dado por un fondo que 
se crea con los aportes de los trabajadores activos, el 
cual se capitaliza en el tiempo a través de inversiones 
financieras. Por su parte, el régimen de reparto con-
siste en financiar las jubilaciones y pensiones con los 
recursos aportados por la población activa (en rigor, 
de toda la población) en ese mismo momento. Por 
ello, estos regímenes son denominados “pay as you 
go” en inglés. Lo que se recauda hoy se reparte entre 
las jubilaciones de hoy.

2. Clasificando el sistema previsional argentino

***

Más allá del margen de maniobra para la discre-
cionalidad de la política pública, lo cierto es que 
los objetivos del sistema se reflejan en la fórmula 
que determina el monto de la jubilación en Argen-
tina, vigente hace 25 años (Ley 24.241), la cual 
establece dos pilares: un primer pilar distributivo 
a través de la Prestación Básica Universal (PBU), 
homogénea sin importar la trayectoria laboral 
previa, a la que se suma un segundo pilar contri-
butivo mediante una Prestación Adicional (llama-
da “Compensatoria” o “por Permanencia” según 
refiera a la trayectoria laboral previa o posterior 
a 1994) que establece una proporcionalidad con el 
salario percibido en la etapa activa. 

Jubilación = PBU + PC + PAP

Jubilación = PBU ($6.646 en diciembre de 2019) + 
1,5% por cada año de aporte, del salario promedio de 
los últimos 10 años en actividad.

De esta forma, teóricamente la proporción prome-
dio que representa la jubilación en términos del sala-
rio (“tasa de reemplazo promedio”), para un trabaja-
dor que se jubila con 30 años de aporte en relación de 
dependencia, actualmente estaría en torno al 60%. 
De hecho, si se considera la jubilación media de 
aquellos que accedieron a la prestación sin utilizar la 
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moratoria, la tasa de reemplazo promedio del siste-
ma asciende a 67%. 

Esta diferencia se explica principalmente por dos 
motivos: 1) porque existen jubilados con más de 30 
años de aporte y por ende con tasas de reemplazo 
superiores; y 2) porque si bien la jubilación inicial 
toma en cuenta el salario, su evolución posterior si-
guió una movilidad que no se basó únicamente en el 
salario de los activos, sino que, dependiendo de los 
períodos, estuvo congelada (segunda mitad de la dé-
cada del 90), se incrementó por decreto (2002-2007), 

o tuvo en cuenta la inflación y la recaudación de AN-
SES, además de los salarios (2008-2019).

En relación al financiamiento del sistema, actual-
mente, mientras que la tasa general de aportes perso-
nales destinados a financiar al sistema previsional es 
11% –con variaciones entre 8% y 16% según el régi-
men especial–, la de contribuciones patronales es más 
heterogénea: 12,35% y 10,77% para actividades de 
servicios y resto del sector privado, respectivamen-
te, 16% para el sector público nacional y 8,67% para 
universidades, entre otras.2

2 Estos impuestos se denominan “aportes personales y contribuciones patronales”, para distinguir la alícuota que recae sobre el salario bruto 
y figura descontada en el recibo de sueldo (aporte), de aquella que, a pesar de aplicarse también sobre el salario bruto, es pagada por el 
empleador sin figurar en el recibo de sueldo (contribución).



81

Revista Propuestas para el Desarrollo, año IV, número IV, octubre 2020.

En Argentina, el sistema es formalmente contributi-
vo, porque la condición de acceso a la jubilación es 
contar con 30 años de trabajo registrado que gene-
ran una asignación específica de aportes para finan-
ciar las prestaciones. Sin embargo, en la práctica, el 
carácter contributivo se desdibuja, tanto por el lado 
del financiamiento como por el lado del acceso. Esta 

situación no es una novedad. Desde fines de la déca-
da del sesenta el sistema no es contributivo “puro” 
en su financiamiento (Cetrángolo y Grushka, 2008). 
Esto significa que los recursos provenientes de apor-
tes y contribuciones que surgen de la masa salarial de 
los trabajadores registrados no alcanzan para finan-
ciar la totalidad de las prestaciones. 
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Actualmente, sólo el 44% de los ingresos de la ANSES 
provienen de recursos contributivos, mientras que el 
56% restante proviene de recursos no contributivos 
(tributarios y rentas del FGS). Los recursos tributarios 
(incluyendo las contribuciones figurativas del Tesoro 
Nacional) se asignan a la ANSES a través de diversas 
leyes:

 – 10,31% del Impuesto al Valor Agregado (Ley N° 
23.966).

 – 100% del impuesto a los débitos y créditos (Ley 
Nº 25.413).

 – 100% del impuesto a los Cigarrillos (Ley N° 25.239).

 – 70% del monotributo impositivo (Ley Nº 25.865).

 – 28,69% de lo producido de los impuestos a las 
naftas, gasolinas, solvente, aguarrás, gasoil, dié-
sel oil y kerosene (Ley Nº 23.966 – art 19 d).

 – El equivalente al 15% de la Coparticipación Na-
cional (abonado por el Tesoro Nacional (Ley 
Nº 27.260), según cronograma (9 puntos en 
2018, 12 puntos en 2019 y 15 puntos del 2020 en 
adelante).3

3 Originalmente, la Ley Nº 24.130 de 1992 estableció la asignación de 15% de la masa de recursos de la Coparticipación Federal Impositiva. 
Luego, la Ley Nº 27.260 de 2016 estableció un cronograma decreciente hasta su extinción (6 puntos en 2018, 3 puntos en 2019 y 0 puntos del 
2020 en adelante), el cual es reemplazado por la asignación de fondos del Tesoro Nacional.
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En cuanto a las condiciones de acceso, producto del 
Plan de Inclusión Previsional instrumentado a través 
de un conjunto de normas a partir de 2005,4 conoci-
do como “Moratoria”, actualmente más de la mitad 

de los beneficios (jubilaciones y pensiones) del Sis-
tema Integrado Previsional Argentino (SIPA) fue-
ron obtenidos sin contar con los 30 años de aporte 
contributivo.

En cuanto a la forma en que se realiza la transferen-
cia de ingreso hacia los adultos mayores, cabe señalar 
que en Argentina durante el periodo 1994-2008 rigió 
el sistema de capitalización, administrado por las 
AFJP, en forma paralela al sistema público de repar-
to. En tanto, desde 2008 el sistema fue nacionalizado 
y se tornó exclusivamente de reparto.

En suma, repasando las tres características centrales 
del sistema previsional argentino, tenemos que: 

1. Las jubilaciones se financian mayoritariamente 
con recursos no contributivos, y no con aportes 
y contribuciones sobre la nómina salarial de los 
trabajadores registrados.

4 La Ley N° 25.944 estableció, en primer lugar (Art. 2), la posibilidad de acceder a una Jubilación Anticipada para las personas desempleadas 
que cumpliesen con los años de aportes, faltándoles hasta cinco años para cumplir con la edad mínima. En segundo lugar (Art. 6), se implementó 
una Moratoria que posibilitó el acceso a una prestación jubilatoria a toda persona que cumplía con la edad mínima pero no acumulaba 30 años de 
aportes, debiendo los beneficiarios saldar los aportes adeudados en 60 cuotas fijas. La Moratoria se complementó a través del Decreto N° 1.454 de 
fines de 2005, que modificó la Ley N° 24.476, abriendo un plan de regularización de aportes que adeudaren los trabajadores autónomos, hasta el 
30 de septiembre de 1993. Mientras que la posibilidad de ingresar a la moratoria a través de la Ley N° 25.944 finalizó el 30 de abril de 2007, sigue 
abierta la posibilidad de adherirse a la regularización de deudas según el Decreto N° 1.454 (Balasini y Cappa, 2013).



84

Revista Propuestas para el Desarrollo, año IV, número IV, octubre 2020.

5 A excepción del régimen especial de docentes universitarios, debido a que actualmente cuenta con una tasa de dependencia (cociente 
entre beneficiarios y aportantes) muy baja.

2. Las jubilaciones se financian mediante una trans-
ferencia de toda la población hacia los pasivos, y 
no se origina en un aporte del pasado capitaliza-
do en el tiempo.

3. Más de la mitad de las prestaciones del sistema 
contributivo han sido a través de moratorias, y no 
a través de haberse verificado el requisito de 30 
años de aportes.

A modo de síntesis, el sistema previsional argen-
tino es formalmente contributivo pero el financia-
miento no es contributivo y más de la mitad de las 
jubilaciones y pensiones vigentes tampoco lo son. 
Por estos motivos, decimos que el sistema es en rea-
lidad semicontributivo. La parte contributiva del sis-
tema es lo que da sustento a la idea de que la base 
material de la jubilación es el aporte que hizo cada 
uno durante su etapa activa en el pasado. Pero, como 
hemos expuesto, la idea de “salario diferido” no sig-
nifica el traslado de un supuesto aporte del pasado 
hacia el futuro. No es así como se financian los sis-
temas de reparto. Por otro lado, la correspondencia 
entre aportes contributivos y beneficios, asociada a 
los objetivos individuales del sistema, suele reñirse 
con la realidad. Si nos quedásemos únicamente con 
el financiamiento contributivo, simplemente no al-
canzaría para pagar las jubilaciones.5 La diferencia 
es cubierta, como se presentó en el apartado previo, 
mediante impuestos generales. 

En el siguiente cuadro se muestra la cantidad de 
aportantes y beneficios (jubilaciones y pensiones) 
de cada régimen vigente, junto con el balance de re-
cursos contributivos y gastos que permite apreciar 
el “resultado contributivo puro”. Así, se aprecia que 
el régimen general tiene más cantidad de beneficios 
otorgados que aportantes en relación de dependen-
cia, lo que significa una tasa de dependencia mayor 
a 1. En este régimen, el resultado contributivo puro 
es deficitario en casi $45 mil millones de pesos men-
suales (dato de marzo de 2019), ya que los aportes 
y contribuciones representan el 54% del gasto. En 

otras palabras, el monto abonado en jubilaciones y 
pensiones contributivas supera en $45 mil millones 
mensuales a la recaudación en concepto de aportes 
y contribuciones de trabajadores en relación de de-
pendencia. En el total del SIPA (régimen general + 
especiales), el déficit asciende a $51 mil millones 
mensuales y la tasa de dependencia es de 0,97.

Por último, cabe realizar algunas consideraciones 
sobre la noción de aporte. Hemos caracterizado al 
sistema como semicontributivo. Sin embargo, si el 
régimen de reparto actual fuese contributivo puro, 
es decir, financiado en un 100% con aportes y con-
tribuciones sobre el salario de los trabajadores for-
males, ¿se justificaría en ese caso que se anule su 
función redistributiva? Por otra parte, ¿el IVA no 
lo aportan trabajadores al consumir bienes y servi-
cios a diario? La distinción entre recursos contribu-
tivos y no contributivos pierde sentido al considerar 
al sistema previsional como lo que es: un mecanis-
mo de transferencia intergeneracional, financiado 
por todos los que habitan, trabajan y consumen en 
Argentina.

Pero indaguemos un poco más acerca del significa-
do de la correspondencia entre aportes y beneficios 
del sistema. ¿Cuánto aportaron al sistema las “amas 
de casa” que accedieron a una jubilación a través de 
la moratoria? Siguiendo la interpretación formal de 
lo contributivo, podría decirse que nada. Pero esto 
es un error conceptual. Aportaron su trabajo, no re-
munerado, en el hogar, que posibilitó la reproduc-
ción de su familia. Realizaron un trabajo necesario 
para la sociedad. Entonces, ¿quiénes aportan para 
financiar el pago de jubilaciones? Además, ¿sería 
conveniente que, al contrario de lo que ocurre ac-
tualmente, los trabajadores de mayores salarios, 
que aportan más al sistema contributivo, perciban 
un monto mayor al que reciben los de menores sala-
rios? Esta pregunta solo puede tener una respuesta 
normativa, asociada a un determinado criterio de 
justicia distributiva. 
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3. La trayectoria reciente

***

Durante la década del 90, estando las jubilacio-
nes congeladas, la jubilación media se incrementó 
producto de que el sistema se hizo más restrictivo 
en su acceso, tanto por el endurecimiento de las 
condiciones legales para acceder a la prestación 
como por el deterioro del mercado de trabajo. Es-
tos factores hicieron que las incorporaciones de 
nuevos jubilados en ese período fuesen de medios 
y altos ingresos. Esto se expresa, en el incremen-
to del haber medio junto con el estancamiento del 

haber mínimo y en el alargamiento de la pirámide 
de beneficios. Asimismo, en esta etapa se produce 
una dramática caída en la extensión de cobertura.6 
El sistema alcanzaba a pocos adultos mayores, y 
se reforzaba la correspondencia entre jubilacio-
nes y salarios previos, minimizando los efectos 
redistributivos.

Luego de la caída real en las jubilaciones como 
consecuencia del salto devaluatorio de 2002, entre 

6 Refiere a la cobertura de la cantidad de personas elegibles por el sistema (en este caso, varones de 65 años o más y mujeres de 60 años o más).
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2003 y 2013 se verificó la tendencia contraria: la 
cobertura se amplía aceleradamente, producto del 
Plan de Inclusión Previsional (a partir de 2006), y 
se achata la pirámide de beneficios: las prestacio-
nes mínimas aumentan en términos reales, mien-
tras que la prestación media se estanca, como con-
secuencia de la propia ampliación de la cobertura: 
Entre 2002 y 2007 el aumento de la prestación 
mínima fue absorbiendo a los beneficios superio-
res y la moratoria previsional implicó la incorpo-
ración de más de 2 millones de nuevos jubilados 
entre 2005 y 2007, que pasaron a percibir el haber 
mínimo o uno levemente superior. En este perío-
do se refleja una política previsional que priorizó 
los objetivos sociales del sistema (inclusión previ-
sional y redistribución) por sobre los individua-
les (correspondencia entre ingresos en las etapas 
activas y pasivas de los individuos). De esta for-
ma, en este período disminuyeron las inequidades 
internas del sistema, con una significativa mejora 
de las prestaciones de los primeros 5 deciles de in-
greso previsional, junto con un achicamiento de la 
brecha de género en las prestaciones, aunque esta 
tendencia se logró mediante mecanismos extraor-
dinarios (principalmente la moratoria y aumentos 
por decreto para prestaciones mínimas) no insti-
tucionalizadas en el sistema (Minoldo, 2015).

Ya con la restitución de la de la movilidad auto-
mática (Ley 26.417), en el período 2014-2017 se 
mantiene el poder de compra de las prestaciones 
relativamente estable con algunas oscilaciones, y 
comienza nuevamente una tendencia hacia el alar-
gamiento de la pirámide, por agotarse el efecto 
de ingreso masivo a través de la moratoria. Nue-
vamente el sistema contributivo, cuya cobertura 
dependen del nivel de empleo formal, vuelve a 
mostrar sus limitaciones para lograr una cobertu-
ra extensa. 

Finalmente, en 2018-2019, con la nueva movilidad 
sancionada a través de la Ley 27.426, se refuerza la 
correspondencia entre la trayectoria laboral en la 
etapa activa y los ingresos jubilatorios, reflejando 
la ponderación de los objetivos individuales del 

sistema: la jubilación mínima real retrocede aún 
más que el haber medio real, que también cae. Esto 
se produce por dos motivos: en primer lugar, debi-
do a que, al aplicarse el nuevo índice de movilidad 
de las prestaciones, se “salteó” el primer trimestre 
de 2018. En segundo lugar, porque la fórmula con-
sidera en un 70% a la inflación pasada y en un 30% 
a los salarios, por lo que la caída del salario real 
implicó una caída de las prestaciones en términos 
reales. En tercer lugar, en el alargamiento de la pi-
rámide de las prestaciones incide la llamada “re-
paración histórica” asociada al pago de sentencias 
judiciales, que implicó un incremento en las jubi-
laciones medias y altas por sobre el otorgado por 
la movilidad automática. Esta política generó una 
erogación permanente con financiamiento transi-
torio (el blanqueo de capitales). Así, se aumentó 
un 36% promedio el haber de 1,3 millones de jubi-
lados, lo que tenía pautado el desarme del Fondo 
de Garantía de Sustentabilidad para financiarlo 
a futuro (Balasini y Ruiz Malec, 2018). En forma 
adicional, la “reparación histórica” estableció una 
diferenciación entre los jubilados y pensionados 
que accedieron por moratoria y los que no. A éstos 
últimos le garantizó por ley un haber mínimo equi-
valente al 80% del Salario Mínimo Vital y Móvil. 

La forma de lidiar con la incapacidad del sistema 
contributivo puro para cubrir a los adultos mayo-
res fue a través de la creación de la Pensión Uni-
versal del Adulto Mayor (PUAM), que actualmen-
te alcanza a unas 125 mil personas, lo que se refleja 
en el muy leve repunte de la cobertura pasiva en 
2018. La PUAM consiste en un nuevo beneficio 
no contributivo para mayores de 65 años (varones 
y mujeres por igual), equivalente al 80% de la ju-
bilación mínima. Sin embargo, cuenta con impor-
tantes limitaciones: no genera pensión por falleci-
miento (diferencia con la moratoria previsional), 
la prestación es muy reducida ($11.254 pesos en 
diciembre de 2019), y a partir de 2019 es incom-
patible con cualquier actividad laboral e impide 
completar los aportes para alcanzar una jubilación 
plena, por lo que resulta en la consolidación de un 
ingreso de pobreza para los adultos mayores.
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El siguiente gráfico refleja el aumento de la propor-
ción de jubilados que cobran la mínima hasta 2007, 
producto de la apertura del SIPA a los nuevos ju-
bilados, en su mayoría mujeres. Luego, en 2018, la 
proporción de beneficiarios que perciben la mínima 
desciende abruptamente, quedando por debajo del 
50%, como consecuencia de la mencionada diferen-
ciación entre jubilados “de primera” (con 30 años 
de trabajo registrado) y “de segunda” (ingresados a 
través de la moratoria previsional), estableciendo un 
piso de haberes más elevado para los primeros.

A la inversa que la etapa anterior, durante el gobier-
no de Cambiemos se priorizaron los objetivos “in-
dividuales” del Sistema, ampliando la pirámide de 
beneficios y estableciendo una PUAM acotada en 
monto y alcance. Esta mirada supuso una vuelta a las 
políticas neoliberales de segmentación del sistema 
previsional, que pondera un criterio de “justicia” ba-
sado en la correspondencia entre los aportes contri-
butivos y las prestaciones (Dvoskin, 2016).
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4. Regimenes y prestaciones en la actualidad

***

En este apartado se presenta la estructura actual de 
las prestaciones del régimen general del SIPA y los 
regímenes especiales. La cantidad total de presta-
ciones contributivas y no contributivas asciende a 
8.427.060,7 de las cuales el 78% corresponden al sis-
tema contributivo y 12% son Pensiones No Contri-
butivas (PNC), entre las que se encuentra la PUAM. 

El haber medio del sistema contributivo asciende a 
$21.796 pesos, mientras que, en el caso de las PNC, el 

monto varía según el tipo de prestación, en torno a un 
promedio de $11.652 pesos, mientras que la PUAM 
se ubica en $11.254 pesos. Por su parte, los regíme-
nes especiales muestran prestaciones promedio por 
encima del régimen general, en todos los casos, sien-
do los regímenes del Poder Judicial (magistrados y 
funcionarios) y del Servicio Exterior (diplomáticos) 
los que muestran los haberes más elevados ($228.342 
y $325.733, respectivamente).

7 Esta cifra corresponde al total de beneficios, que es superior al total de beneficiarios, dado que existen personas que perciben más de un 
beneficio (jubilación y pensión).
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Al desagregar jubilaciones según tramos de haber, 
los beneficiarios8 se concentran en el tramo más 
bajo. Como se puede apreciar en el cuadro, un 50% 
de los beneficiarios cobran la mínima o menos. En 
tanto, un 85,9% perciben un haber mensual menor 
a $40.530. En resumen, las jubilaciones se concen-
tran en los tramos inferiores y la gran mayoría no 
supera un haber de $40.000. En términos del peso 
de cada tramo en el gasto fiscal. Las prestaciones 
correspondientes a la mínima, o inferior, repre-
sentan el 25,9% del gasto. Como es de esperar, su 

participación en el gasto total es menor a su inci-
dencia en beneficiarios. Los jubilados que cobran 
hasta $40.530 acumulan el 62,5% del gasto. 

Actualmente la jubilación máxima es de $103.038 
y 65.361 personas (1,1% del total) cobran ese 
monto o más y representan el 6,2% del gasto. En 
la franja de $40.530 y $103.038 se encuentran el 
13% de los beneficiarios, los cuales representan el 
31,3% del gasto.

8 En este caso, notar que la información referida a los tramos de haberes se presenta para los beneficiarios (personas) y no los beneficios. 

***
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5. Reflexiones finales

Si partimos de sostener que una de las funciones 
esenciales del Estado es redistribuir el ingreso, debe-
mos reconocer que éste cuenta con un margen limi-
tado para hacerlo. Es principalmente el mercado el 
que determina los ingresos de las personas (distribu-
ción “primaria”) y luego el Estado reasigna mediante 
impuestos y gastos (distribución “secundaria”). Así, 
coexisten hoy salarios de ejecutivos que ascienden a 
cientos de miles de pesos a la par del Salario Mínimo 
Vital y Móvil (SMVM) de $16.875 pesos y según da-
tos de la EPH, el 10% de la población más rica per-
cibe un ingreso per cápita familiar promedio equiva-
lente a 23 veces el percibido por el 10% más pobre.

Sin embargo, en la etapa pasiva del ciclo de vida de 
las personas, el Estado cuenta con mayor injerencia, a 
partir del sistema previsional público de reparto. Re-
sulta importante remarcar, en función de lo expuesto 
en este artículo, que cualquier sistema que otorgue a 
los beneficiarios una tasa de reemplazo homogénea, 
es decir, un determinado porcentaje fijo del salario, 
por definición no redistribuye. Es un sistema que 
pondera los objetivos individuales, asociados a la 
función de “salario diferido”, por sobre los objetivos 
sociales, que apuntan a garantizar un ingreso míni-
mo para disminuir la pobreza en la vejez y redistri-
buir progresivamente el ingreso. Debe considerarse, 
además, que los trabajadores de mayores ingresos en 
su etapa activa cuentan con la oportunidad de acu-
mular activos que posibilitan gozar de rentas con las 
cuales complementar el haber jubilatorio. 

¿Se deben trasladar las desigualdades de ingreso en 
la población activa hacia la población pasiva? ¿Es 
deseable que el CEO perciba una jubilación 30 ve-
ces superior al empleado doméstico por el hecho de 
haber contado con un ingreso 30 veces superior en 

actividad? ¿Cuál es la tasa de reemplazo que debería 
percibir una “ama de casa” después de 30 años de tra-
bajo no remunerado en el hogar? ¿Sobre qué salario 
se calcula, en base a qué “aportes contributivos”?

Si bien hemos resaltado que el sistema previsional 
se financia con el aporte de toda la población, con-
formando una transferencia intergeneracional del 
ingreso socialmente generado, persiste actualmente 
una situación contradictoria: el financiamiento es 
mayoritariamente no contributivo, pero el acceso y 
la determinación del haber, inalterados desde 1994, 
siguen basándose principalmente en una concep-
ción contributiva y asociada al ingreso laboral en el 
pasado. 

Esta situación abre la posibilidad de pensar una re-
forma, pero no para reforzar el carácter “meritocrá-
tico” y los objetivos individuales del sistema sino, 
por el contrario, en pos de profundizar el carácter 
solidario y los objetivos sociales y colectivos. ¿No es 
posible pensar las jubilaciones como un derecho uni-
versal y de carácter redistributivo? Si aceptamos esta 
alternativa, la jubilación podría estar vinculada a un 
costo reproductivo de los adultos mayores y no a un 
ingreso previo. En tal caso, se consolidarían los obje-
tivos sociales del sistema por sobre los individuales. 

Sobre la base de un consenso acerca de los funda-
mentos planteados en este informe, la discusión se 
trasladaría hacia un terreno diferente: la cuestión 
no sería cuántos adultos mayores tienen acceso “sin 
haber aportado”, sino de qué monto debería ser el 
haber mínimo garantizado para cubrir su costo de 
vida sin poner en jaque la sustentabilidad fiscal del 
sistema. 

***
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